Carátula 
SEÑOR PRESIDENTE.- Está abierto el acto. 
(Es la hora 15 y 46 minutos) 
La Comisión de Constitución y Legislación tiene el agrado de recibir a representantes de AUDEA. 


Antes de comenzar la sesión, quiero poner de manifiesto que la Comisión, que recibió el pedido de audiencia de ustedes, días 
pasados estuvo analizando la situación, porque existen varios proyectos a consideración, varias solicitudes de audiencia - 
obviamente no todas referidas al mismo proyecto- y muy poco tiempo para tomar decisiones sobre aprobar una norma o no. De 
cualquier manera, se resolvió ir aprovechando el tiempo recibiendo a las delegaciones. Dado que se está tomando versión 
taquigráfica, la misma será enviada a todos los integrantes de la Comisión, quienes extraerán de ella los elementos de juicio que 
ustedes nos planteen en el día de hoy. 


Quería aclarar esto porque, como podrán apreciar, la Comisión no tiene número suficiente para celebrar sesión. 


SEÑOR QUARTINO.- En primer lugar, como Director General de Royal 8 Sun Alliance quiero agradecer al señor Senador por 
recibirnos y disponer de su tiempo. 


Básicamente, para aprovechar estos momentos -luego haremos llegar el detalle de algunos temas puntuales del proyecto que ya 
fue aprobado por la Cámara de Representantes- queremos trasmitir qué entendemos medular modificar en este proyecto. 


Nosotros estamos en 45 países en el mundo y en muchos de ellos ya está en vigencia un sistema de seguro obligatorio por 
responsabilidad civil. Obviamente, todas las aseguradoras estamos muy interesadas en que esto salga adelante, pero para que así 
sea y funcione la finalidad social que se persigue -es decir, que las víctimas tengan con qué resarcirse al momento de un accidente 
automovilístico- transfiriéndolo a las aseguradoras como contraprestación por una prima en lugar de que lo asuman Salud Pública o 
las mutualistas, debe fiscalizarse adecuadamente que los automotores que circulan en el país tengan el seguro obligatorio. Esta es 
la clave de los países en que el proyecto ha sido exitoso. Por ejemplo, en la Argentina hace más de diez años que el proyecto está 
en vigencia, pero no alcanza ni al 40% del parque automotriz asegurado. 


¿Por qué sucede esto? Porque la fiscalización no se realiza y en los casos en que sí se produce, la sanción no tiene materialidad 
porque corresponde a la mitad de lo que tiene que cobrar un seguro. Entonces, la gente especula con que si la para la policía o un 
agente municipal, será necesario que lo detenga dos veces en un año para que el monto de la multa iguale el costo del seguro. Por 
lo tanto, el sistema no funciona. Lo más importante para lograr el éxito en este asunto es determinar cómo va a realizarse la 
fiscalización y cuál será la sanción correspondiente, en el caso de que se encuentre algún conductor en infracción por no contar 
con un seguro contratado. 


Otro aspecto importante vinculado a la fiscalización es que de acuerdo con lo que establece el proyecto de ley, esta nueva norma 
entraría en vigencia a los 180 días de haber sido promulgado por el Parlamento. De esta forma, ocurre que mucha gente no está 
asegurada y, por lo tanto, las compañías tendrán que asumir una responsabilidad por ellas. Quiere decir que en los casos de 
aquellas víctimas que sufran lesiones o muerte y cuyo responsable no aparezca, o sí esté identificado pero no tenga seguro, serán 
repartidos proporcionalmente entre las distintas compañías. Como se sabe, lo que hacen las compañías aseguradoras es juntar 
dinero de los asegurados para hacer frente a las obligaciones cuando estas se presentan, pero para este caso concreto las 
aseguradoras aún no hemos reunido el dinero necesario. En consecuencia, a través de la Superintendencia de Seguros, que es 
quien nos regula, este proyecto de ley debe prever de alguna forma -en función de la información que tanto las compañías privadas 
como el Banco de Seguros del Estado le proveemos, relativa a cuántos seguros hemos vendido- un período determinado como 
para que la norma entre en vigencia y se comience a cubrir este asunto. Si se determina que la cobertura deberá prestarse de 
inmediato -y planteo este tema no solamente por lo que nos compete a nosotros, sino principalmente al Estado, porque en este 
momento es el principal asegurador, con el 60% de los asegurados- por ejemplo, el Banco de Seguros del Estado deberá asumir el 
60% de los casos de aquellos que no tienen seguro, sin haber cobrado previamente la prima correspondiente. Entonces, creemos 
que el proyecto de ley debe establecer un período en que se establezca una buena fiscalización y, por lo tanto, la correspondiente 
sanción. Nosotros no pretendemos que el fruto de esa sanción se destine, como ocurre en muchos lugares del mundo, a las 
aseguradoras para hacer frente a las distintas situaciones, sino que debe quedar en la policía o en las intendencias para que 
puedan cubrir los costos que implica cumplir con esa función. Pero será necesario que una vez aprobado el proyecto de ley, la 
Superintendencia pueda determinar que ya que las compañías tendrán que hacer frente a la obligación de los terceros sin seguro, 
este solo entrará en vigencia una vez alcanzado el porcentaje mínimo de gente con seguro contratado. No planteamos ningún 
porcentaje que podrá ser del 40%, 50% o 60%, que permita recaudar dinero para hacer frente a esta situación. No obstante, si se 
nos transfiere esta obligación de la noche a la mañana, nos tendremos que hacer cargo de algo para lo cual no hemos podido 
obtener el dinero suficiente. 


Esto es lo que queremos transmitir a la Comisión y enfatizar que, si bien debe realizarse una fuerte fiscalización, esta no debe 
quedar en un simple apercibimiento. Hasta ahora, el proyecto de ley prevé en una primera instancia el apercibimiento y en una 
segunda oportunidad permite la confiscación del vehículo. Pero, en la actualidad y en nuestro país, no es posible saber cuál es la 
primera vez porque ni siquiera hay un único sistema de libreta de conducir o un solo sistema de patente única. Entonces, creemos 
que la sanción material debe producirse ya con la primera infracción. Con respecto a esto quiero agregar que por trabajar en la 
compañía que mencioné, tuve la oportunidad de vivir varios años en Estados Unidos y allí, cuando usted compra un vehículo y 
quiere matricularlo, debe ir primero a la municipalidad, específicamente al registro, con los documentos del seguro. Es decir que la 
municipalidad no le entrega la matrícula del coche si usted no presenta un seguro vigente. Además, si la Policía, al ingresar su 
matrícula en la computadora que tienen en los coches, detecta que no tiene seguro, no puede circular más: no le entregan el 
automóvil hasta que presente un certificado de cobertura y pague la multa correspondiente. 


Entonces, para que la gente cumpla y el sistema realmente funcione, es fundamental que haya una buena fiscalización y una 
sanción significativa, porque todos queremos proteger a las víctimas, pero para ello tiene que reunirse una masa de dinero con la 
cual se pueda hacer frente a esos gastos. De lo contrario, las aseguradoras -el Banco de Seguros y las empresas privadas- lo van 
a trasladar a la prima, es decir, al precio que la gente paga por el seguro; por lo tanto, obviamente, el precio va a ser mucho más 
caro y va ser más difícil que la gente lo contrate. De manera que, en esa lógica, lo que tenemos que hacer es lograr que esto se 
fiscalice, que se reúna una cantidad de dinero determinada para poder hacer frente a los gastos y que, en definitiva, el seguro sea 
lo más barato posible. 


Hay algunos otros detalles que se los podemos hacer llegar por escrito, pero básicamente este es el espíritu medular de lo que le 
está faltando, a nuestro entender, al proyecto. Y esto afecta no sólo a los privados, sino también al Estado; es parejo, porque el 
negocio es exactamente igual. 


SEÑOR CASTELLANOS.- Retomando las palabras del doctor Quartino, queremos expresar que hay un compromiso empresarial 
de las compañías que integran la Asociación, en el sentido de colaborar y participar en la resolución de este problema. Es decir: no 
teníamos la intención de venir a hablarles de las estadísticas, el número de muertes o cuándo fue el primer accidente, porque esos 
datos están incluso en las exposiciones de motivos de los anteproyectos anteriores, pero sí queremos que quede claro que 
tenemos la voluntad de que esto se resuelva. Nosotros cumplimos una función social y pensamos que esta es una herramienta útil 
para colaborar en la solución de este problema. Pero este proyecto, así como está redactado, contiene elementos que a nuestro 
juicio conspiran para que la solución no sea todo lo buena que debiera ser. 


El doctor Quartino se estaba refiriendo a un aspecto muy preocupante, que es el relativo a la fiscalización, y realmente es así: en 
los países donde este sistema funciona, ello se debe a que hay una fiscalización muy fuerte detrás. Es necesario que haya una 
amplia cobertura de seguros para que el sistema funcione y sea accesible para todos los potenciales asegurados. 


Pero no es el único punto; hay también otros aspectos en los que tenemos diferencias con el proyecto. 


La Asociación ha colaborado en todo este proceso, a partir de la Comisión Honoraria Asesora del Ministerio de Economía y 
Finanzas, que en realidad es la que redactó el proyecto original; éste después sufrió modificaciones, pero encierra el espíritu de lo 
que se busca. Concretamente, nuestra participación ha sido por medio del doctor Corbellini, que es una figura muy destacada en lo 
que tiene que ver con el Derecho de Seguros, y de la doctora Signorino, que es asesora letrada de la Asociación y que nos 
acompaña en el día de hoy. Pensamos que podemos contribuir realizando un informe donde se puedan apreciar las diferencias que 
tenemos y se detallen las razones por las cuales entendemos que debieran modificarse algunos pasajes del proyecto. 


También quisiera destacar -porque como sector privado nos sentimos tocados en este punto- que en el final del proyecto se hace 
referencia a la obligatoriedad de que los vehículos oficiales estén asegurados en el Banco de Seguros del Estado; no lo dice 
directamente, pero en definitiva el sentido del artículo es ese. En este sentido, queremos recordar que esa obligatoriedad de 
contratar en el Banco de Seguros del Estado se había mantenido en la ley original de desmonopolización, pero la ley de 
presupuesto del año 2001 liberó el mercado de seguros públicos para que estén comprendidos también en la competencia. 
Entendemos que estos diez años, desde que rige la desmonopolización, han demostrado que el sector privado es competitivo y 
que ha traído beneficios para los asegurados y también para el Estado. Por lo tanto, nos parece que no debiera privarse al Estado 
de la posibilidad de acceder a esos seguros. 


SEÑORA SIGNORINO.- Soy la asesora letrada de AUDEA. Como decía el contador Castellanos, contribuí en su momento en la 
elaboración del proyecto original que se redactó en el seno de la Comisión Honoraria, y debo decir que muchos de sus artículos 
están recogidos en la última versión de la Cámara de Representantes. 


Compartimos plenamente -y coincidimos con muchos de sus aspectos- el espíritu del proyecto de la Comisión, en la cual participa 
gente del sector privado y del sector público, de la Superintendencia y del Ministerio. Por lo tanto, creemos que en la Comisión se 
elaboró un proyecto consensuado. 


Si bien se recoge el espíritu general del proyecto original, hay algunos detalles que no es del caso señalar en esta reunión. De 
todos modos, proponemos a la Comisión presentarles punto por punto las diferencias que existen entre el proyecto final y el 
original, así como los fundamentos de las mismas, recogiendo básicamente lo que es la práctica aseguradora, que tiene sus 
detalles. Es necesario salvaguardar la función que tiene la compañía de seguros y los requisitos de asegurabilidad que ella pone y 
que no siempre están dados. Cada compañía tiene sus propios requisitos, que se pueden uniformizar pero que siempre deben ser 
tenidos en cuenta. A la hora del reclamo, cuando se analizan los daños sufridos por la víctima, hay que tener en cuenta los criterios 
que las compañías de seguros tienen para evaluar las lesiones y demás. Aquí en el proyecto se deja entrever que en el futuro 
habrá que hacer una baremación de las incapacidades, de las lesiones, para uniformizar el tema, tal como sucede en el sistema 
previsional, donde hay todo un baremo para ello. Eso es importante porque hace que todo el mundo sea tratado con la misma vara. 


Creo que son pequeñas grandes cosas que no hacen al fondo del asunto, pero que intentan alcanzar un proyecto que 
mínimamente cubra a todo el mundo con un fin social con respecto a los daños y lesiones corporales. Por tanto, nos ponemos a las 
órdenes de la Comisión para acercar un detalle de las observaciones, más allá de que debe quedar claro que el espíritu general es 
compartido. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quisiera plantear una inquietud personal -no de la Comisión- que hace referencia al seguro de 
responsabilidad civil. Este es, por esencia, igualitario para todos los asegurados, sean de la condición social o económica que 
sean. Sin embargo, el Uruguay está acostumbrado -y allí radica mi interrogante, que ustedes seguramente responderán- a través 
del Banco de Seguros del Estado, a que es igualitario para todos los seguros que paga, pero las primas son diversas, no en función 
de los accidentes, sino de lo que vale el auto. Eso hace que, al menos en el Banco de Seguros del Estado -no sé ustedes, que 
probablemente están topeando en años los seguros- haya subsidios cruzados, lo cual es inevitable. Si yo, con mi modesto Ford A, 
en un accidente mato a una persona, tengo que pagar U$S 100.000, y si mi primo, que tiene un robusto Mercedes Benz flamante, 
mata con su auto a una persona, también tiene que pagar U$S 100.000. Sin embargo, el Banco de Seguros a mi modesto Ford A 
no le cobra por responsabilidad civil -que es igual, porque los daños que puedo cometer son iguales a los que puede cometer mi 
primo- lo mismo que a él -a él le cobra más- seguramente para poder balancear lo que yo no le puedo pagar de prima, porque 


cuando me dicen cuánto es, salgo corriendo del Banco pensando que están locos; prefiero dejarles el auto. ¡Cómo voy a pagar esa 
prima! 


En la ley no se modifica ese criterio de subsidio cruzados que hay en el Uruguay. Tengo entendido -por eso es interesante que 
ustedes estén acá- que las compañías privadas tienen el tope de qué vehículos asegurar, con lo cual el ejemplo que di de mi primo 
desaparece: le pongo una prima que es igual a la del otro y a la del otro, porque tiene una responsabilidad civil igual que todos. No 
sé si ustedes están aplicando ese sistema. 


No es mi intención discutir si ese sistema es válido o no; simplemente me pregunto cómo funciona ese esquema comercial dentro 
de una ley que obliga a otra manera de llevar adelante el pago de seguros. 


Personalmente, tenía pensado llevar este tema a la Comisión; por eso, nadie mejor que ustedes para dar algún anticipo, porque 
para mí -y ya lo he discutido con algún miembro de la Comisión- este es un obstáculo muy grande para todo el sistema. Hay mucha 
gente -como ustedes indicaban- que no va a asegurar porque no quiere. Hace un momento daban el ejemplo de un país tan 
cuidadoso y ordenado en todas las cosas como es Argentina y, por otra parte, señalaban que eso se podría arreglar con 
fiscalización. Ese caso es para quien no quiere pagar, pero ¿qué sucede con el que no puede, porque de pronto es una prima muy 
alta, en un país con un parque automotor vetusto? Fíjense que la mitad de los camiones que hay debería desaparecer, lo que no 
podemos hacer por razones realmente respetables. Entonces, me pregunto si ellos van a asegurar responsabilidad civil frente a 
terceros, cuando apenas pueden pagar los modestos impuestos que tienen. Esta es una pregunta, no una afirmación. 


No estoy intentando cambiar el texto de la ley, pero me gustaría saber cómo la ven funcionando; si es que este aspecto tiene 
alguna trascendencia o es simplemente una manera de ver las cosas. 


SEÑOR QUARTINO.- Le agradezco la pregunta, que es muy interesante. Lo que le puedo trasmitir es una experiencia que ocurrió 
en el mundo. El modelo de esta norma -y éstos son los modelos más sanos- es que el precio es libre. Supongamos que la ley 
expresara que el Estado fijará el precio del seguro, un precio uniforme para todos; eso terminaría fallando, porque con el correr del 
tiempo esa tasa -que al principio era una tasa técnica- empieza a no ser ajustada, por compromisos políticos. Entonces, cuando las 
aseguradoras no tienen un precio técnico, al final no hay ninguna que tome el riesgo. Lo bueno que tiene el proyecto es mantener 
el precio libre; cada aseguradora, en definitiva, puede dar el precio más competitivo Y eso, ¿de qué va a depender? De cuántos 
asegurados haya. Por eso es importante la fiscalización: cuantos más haya, más barato será. El ejemplo en cuanto a la 
desmonopolización del mercado es el siguiente: en 1995, la prima promedio era U$S 1.200, mientras que hoy la cobertura total es 
de U$S 300. Ello es fruto de la competencia, pero el tema es que ésta necesita competir, precisamente, y que los precios sean 
libres, es decir, no regulados. Si se los regula, al principio se fija un precio, que es el técnico, pero en los países con inflación, 
termina siendo no técnico; y, al final, las compañías dejan de asegurarlo. Lo que no está bien -y esa es una práctica- es que si se 
hace cruzado de modo que una rama subsidie a la otra, el asegurador lo traslada a otro costo, que seguramente lo pagaran los 
demás seguros, como, por ejemplo, Incendios. En definitiva, el dinero debe salir de algún lado. Obviamente, esto no deja de ser un 
negocio, más allá de que cumpla una finalidad social. Cuanto más transparente sea y más gente ingrese al sistema, se constituirá 
en la principal garantía para que el precio sea más finito y cumpla la finalidad social que tiene este proyecto de ley. Cuanto más nos 
cerremos, más difícil resultará y no cumplirá esa finalidad. Estamos de acuerdo conque todo el mundo ingrese al sistema para que 
esto sea lo más competitivo posible. Hoy en día las mutualistas están haciendo frente al tema con todo ese dinero que hoy están 
gastando. Recuerdo un informe que hizo Salud Pública antes de la devaluación, en el que se realizaba un gasto de 
U$S 900:000.000 en la gente accidentada que hoy están absorbiendo las mutualistas. En definitiva, van a pasar a absorber parte 
las aseguradoras, pero a cambio de una prima. 


El señor Presidente mencionaba el ejemplo del Ford A, que lo voy a comparar con el caso de un BMW nuevo. ¿Cómo lo mira el 
asegurador? Hay un tema de análisis de riesgo, como por ejemplo los frenos que pueda tener un Ford A. Aunque parezca mentira, 
el BMW pagará más por la velocidad que desarrolla. Para el asegurador, un BMW representa mucho más riesgo en materia de 
responsabilidad. Y no estoy hablando del daño propio, porque ese es otro cálculo que se realiza. En materia de responsabilidad 
civil un BMW paga una prima más elevada porque, como es obvio, representa un riesgo mucho mayor por la velocidad que 
desarrolla y por la masa que transporta, de modo que si llega a tener un accidente el daño a terceros es mucho mayor. 
Obviamente, los que vayan adentro estarán más protegidos por la seguridad que tiene el coche. 


Con respecto a la preocupación que trasmite el señor Presidente en el sentido de cuánta gente podrá pagarlo y si hay coches que 
hoy por hoy no están en condiciones de ser asegurables, cabe indicar que todo dependerá de cuánta gente se asegure para que 
todos podamos tener primas más bajas y asumir ese riesgo. 


SEÑOR CASTELLANOS.- También cabe decir que en el caso de esos vehículos que no están en condiciones de asegurarse, hoy 
no podemos especular cuál sería el precio del seguro, ya que sería totalmente imposible hacerlo. Sin embargo, la experiencia 
internacional indica que son seguros accesibles. Entonces, si no cumple con los requisitos para asegurarse, ¿ese vehículo estará 
en condiciones de circular? Digo esto porque, como creo que se dice en el proyecto de ley, es un arma potencial. Entonces, esa 
persona que no tiene los recursos para asegurarse, ¿los posee para que el auto esté en condiciones de circular? Más allá del valor 
que, en definitiva, pueda tener ese seguro, hay uno totalmente intangible, como es la vida humana, que estamos tratando de 
proteger con este tipo de iniciativa. 


Evidentemente, hay que tomar en cuenta y contemplar la situación de esas personas que puedan no reunir las condiciones para 
asegurar el vehículo, pero, por otro lado, también se debe hacer lo propio en cuanto a la potencialidad que tiene ese automóvil de 
dañar una familia o una persona en particular. 


SEÑORA SIGNORINO.- También cabe agregar la finalidad de prevención que siempre tiene el seguro. La compañía de seguros, al 
evaluar el riesgo que supone un automóvil y al exigir ciertos requisitos mínimos que debe reunir el coche para circular, está 
cumpliendo una función de prevención que es muy importante. Si uno no está en condiciones de tener un seguro porque no puede 
pagarlo, tampoco debería poder tener el coche. Precisamente, utilizar un automóvil que no está en condiciones no es correcto. Por 
ejemplo, en Norteamérica, si un coche no tiene seguro no puede circular. Entonces un tema está ligado al otro. 


SEÑOR QUARTINO.- Nunca hay que olvidar la naturaleza del contrato del seguro, la aleatoriedad que debe tener. No puedo emitir 
una póliza si sé que va a haber siniestro, porque una póliza se emite si existe riesgo y posibilidad de que ocurra un siniestro; de lo 


contrario no se trata de algo asegurable. Hay determinados vehículos que, obviamente, van a tener dificultad, no de asegurabilidad 
-porque el proyecto establece la obligación de tomarlos- pero se va a asumir ese riesgo en función de una prima. En definitiva, todo 
es asegurable, según lo que se cobre. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos el asesoramiento que nos han brindado. Aquí se ha señalado que se nos va a hacer llegar 
una documentación, por lo que descontamos que lo hagan y les pediría que lo dirigieran a la Secretaría de la Comisión, para que 
luego llegue a manos de todos los integrantes de la Comisión. 


Reitero que estamos en un momento muy complejo y, realmente, no sé qué posibilidades ciertas de tratamiento tiene este proyecto. 
De todos modos, la Comisión está prestando atención a este y a otros proyectos. 


SEÑOR QUARTINO.- Por último, quería decir que es preferible que se apruebe un buen proyecto que uno que ni siquiera cumpla 
la finalidad que, en definitiva, todos pretendemos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Estamos de acuerdo con eso. 
Se levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 16 y 16 minutos) 


Linea del vie de báaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


